	


SALA DE CASACIÓN CIVIL

Magistrado Ponente: ANTONIO RAMÍREZ JIMÉNEZ.

En el juicio por cobro de prestaciones sociales seguido ante el Juzgado Duodécimo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, por el ciudadano JESÚS MANUEL PERÉZ ZAMBRANO, representado judicialmente por los abogados Julio César Narvaez y Willian González, contra la ASOCIACIÓN CIVIL PROPATRIA CARMELITAS-CHACAITO, representada judicialmente por el abogado Rafael Alberto Díaz Rojas; el Juzgado Segundo Superior del Trabajo del mismo Circuito y de la misma Circunscripción Judicial, conociendo en apelación, dictó sentencia en fecha 26 de noviembre de 2003, mediante la cual se declaró incompetente en razón de la materia, declinando su competencia al Juzgado Superior Tercero en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital, el cual mediante oficio Nº 03-2029, de fecha 19 de diciembre de 2003, remitió el presente expediente a esta Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia.

 


Recibido el expediente, se dio cuenta en Sala en fecha 29 de enero de 2004, correspondiendo la ponencia al Magistrado que con tal carácter suscribe el presente fallo.

 


Siendo la oportunidad para dictar sentencia, la Sala pasa a resolver el presente conflicto de competencia, en los siguientes términos:


Antes de pronunciarse sobre el mérito del asunto sometido al conocimiento de esta Sala, la misma considera necesario referirse al escrito que en fecha 26 de febrero del año que discurre presentó el demandante a esta causa, tales actuaciones independientemente de la relevancia jurídica que pudiera significar para la parte interesada, ello en principio no constituye materia como efecto jurisdiccional para el mérito que es del conocimiento en esta oportunidad, el cual lo es el conflicto de competencia. Así se establece.

 

 

Ú N I C O

En el presente caso, los tribunales en conflicto, objeto de la presente regulación de competencia, lo son el Juzgado Segundo Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas y el Juzgado Superior Tercero en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital. El referido Tribunal Superior del Trabajo, conociendo en apelación, dictó sentencia en fecha 25 de noviembre de 2003, mediante la cual se declaró incompetente en razón de la materia, con fundamento en lo siguiente: 

 

“…no podía el a quo declarar la consecuencia jurídica prevista en el articulo (sic) 131 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, sin analizar debidamente la pretensión, ya que el Tribunal carecía de competencia para conocer de la acción propuesta, cuyo conocimiento le compete al Juzgado Superior Tercero en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital, quien debe resolver sobre cualquier problema que se suscite en la fase de ejecución del amparo constitucional que interpuso el hoy actor, entre los cuales se encuentra si la ejecución fue total o parcialmente cumplida, que siguiendo al insigne procesalista Eduardo Couture, la actividad jurisdiccional se cumple tanto en la fase de conocimiento, como mediante la actividad de coerción, en virtud de la unidad fundamental a que existe entre todos los momentos de la jurisdicción. Así se resuelve.

Por ende esa misma incompetencia arropa este Tribunal para conocer de la apelación propuesta, por los mismos motivos. Así se establece”.
 

Como se evidencia, el presente expediente fue remitido al Juzgado Superior Tercero en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital, el cual mediante Oficio Nº 03-2029, de fecha 19 de diciembre de 2003, remitió el presente expediente a la Sala de Casación Civil de este Alto Tribunal.

 


Para decidir, la Sala observa:

 

De conformidad con lo establecido en el artículo 43 de la Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, es a esta Sala de Casación Civil a quien corresponde conocer del presente asunto, tal y como se desprende de la sentencia emanada de la Sala Plena de este máximo Tribunal de fecha 25 de julio de 2001, entre otras en la cual se establece que la Sala de Casación Civil es la competente para conocer de las regulaciones de competencia cuando los Tribunales en conflicto pertenezcan a diferentes jurisdicciones, razón por la cual esta Sala asume la competencia para conocer del presente conflicto negativo de competencia. Así se resuelve.


De la revisión de las actas que conforman el presente expediente se observa, que el demandante solicitó ante el Juzgado Duodécimo de Primera Instancia de Sustanciación, Mediación y Ejecución del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, la ejecución de un amparo constitucional que cursa ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, el cual en Audiencia Preliminar celebrada en fecha 7 de noviembre de 2003, declaró con lugar la acción. 

 

En relación con la ejecución de los actos administrativos, la Sala Constitucional de este Tribunal Supremo de Justicia, en sentencia Nº 1318, de fecha 2 de agosto de 2001, (caso: Teresa Suárez de Hernández), estableció lo siguiente: 

“…los Juzgados con competencia en materia laboral, deberán declinar en los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa el conocimiento y decisión de los recursos interpuestos contra las providencias administrativas, dictadas por las Inspectorías del Trabajo, por ser éstos los órganos judiciales a los cuales les incumbe conocer de este tipo de juicios.

Así, dado que a la jurisdicción contencioso administrativa le compete el conocimiento de las demandas de nulidad en contra de las decisiones administrativas provenientes de los órganos de la Administración del Trabajo; en el ejercicio de esa competencia, debe poseer igualmente la potestad para resolver los conflictos que surjan con motivo de la ejecución de ese tipo de providencias que han quedado firmes en sede administrativa tal como lo es, se insiste, para conocer de su nulidad.

Asimismo, en el ejercicio de esa competencia deben dichos juzgados conocer de los problemas de ejecución que, de ese tipo de resoluciones, se susciten, cuando se interpongan acciones de amparo relacionadas con esta materia. Tal como lo señalara esta Sala en reciente decisión del 26 de julio de 2001, caso: “USAFRUITS”, en la que se sostuvo:

“Como ya lo ha señalado esta Sala, las decisiones administrativas deben ser ejecutadas por la administración o por los órganos contencioso administrativos y no puede el órgano jurisdiccional que no actúa como órgano contencioso administrativo sustituirse en las obligaciones de los órganos administrativos ordenando la ejecutabilidad de los actos y llevándolas a cabo, a menos que la Ley así lo establezca.”. (Negrillas de la Sala).

 

 

De acuerdo al criterio jurisprudencial anteriormente transcrito, se evidencia que es la jurisdicción contencioso administrativa la que le corresponde conocer de los problemas de ejecución, que se susciten, cuando se interpongan acciones de amparo, y visto que el presente asunto versa sobre la ejecución de un amparo constitucional, esta Sala concluye que el órgano jurisdiccional competente para conocer y decidir la presente causa, corresponde al Juzgado Superior Tercero en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital. Así se decide.

 

DECISIÓN

 

En fuerza de las anteriores consideraciones, este Tribunal Supremo de Justicia de la República Bolivariana de Venezuela, en Sala de Casación Civil, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara competente al JUZGADO SUPERIOR TERCERO EN LO CIVIL Y CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DE LA CIRCUNSCRIPCIÓN JUDICIAL DE LA REGIÓN CAPITAL, para conocer de la presente causa.

Publíquese, regístrese y remítase este expediente al Juzgado Superior Tercero en lo Civil y Contencioso Administrativo de la Circunscripción Judicial de la Región Capital. Particípese de esta decisión al Juzgado Segundo Superior del Trabajo del Circuito Judicial del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, de conformidad con lo establecido en el artículo 75 del Código de Procedimiento Civil.

 

Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Civil del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los  diez (10) días del mes de  marzo de dos mil cuatro. Años: 193º de la Independencia y 145º de la Federación.
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ADRIANA PADILLA ALFONZO
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